
34 14 diciembre 1983 BOE.-Suplemento al núm. 298

En tidades recurrentes el 20 por 100 de la cantidad objeto de
la condena, por haberse declarado inconstitucional por este
fribunal esa consignación, con efectos carga amnes. y retroac­
tivos. Pero sin que pueda accederse a la pretensión sobre la
consignación en metálico del importe de la condena de las En· .
Edades aquí actoras, que para recurrir deben realizar. por es~

tar declarada constitucional según se ha expuesto, no habién­
dose por lo demás alegado la presencia de situación excepcional
alguna en la base de este proceso, por lo que no pudo la Ma­
gistratura ni este Tribunal acordar medidas sustitutorias de la
consignación. Concediendo en definitiva el derecho a una nueva­
notificación de la sentencia, por el Magistrado de Trabajo, para
que los recurrentes puedan efectuar, si l8s interesa, la consig·
nación acabada de indicar, pero sin exigirles l*, del 20 por 100
referida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POIl LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
me LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por las Entidades
..5uciedRd General Española de Electrodomésticos.. S. A.~, y
.. Fundación Faustlno Orbegozo Eizaguirre_, y en consecuencia:

Primero.-Anular la providencia de la Magistratura de Tra­
bajo número 17 de Madrid, de 4: de mayo de 1982, lI¡sí. como el
auto de 14: de julio de igual año del propio órgano. y el del
Tribunal Central de Trabajo de 21 de diciembre siguiente, en
las p~rtes necesarias en que exigían la consignación ..por las
Empresas del 20 por 100 sobre la cantidad objeto de la condena
impuesta por la sentencia de la Magistratura de Trabajo de
27 de abril de 1982, pero no en lo demás de su contenido. por
estar declarada aquella consignación inconstitucional.

Segundo.-Reponer el derecho de los actores para que dicha
Magistratura de Trabajo les notifique de nueva la referida sen­
tencia, comunicándole su derecho a recurrir en suplicación,
previa la consignación del Importe de la condena impuesta,
además de la seí'lalada en el articulo 181 de la Ley de Proce­
dimiento Laboral, pero sin incluir el incremento del 20 por 100
indicado.

Tercero.-Se desestima en lo demás la demanda de amparo.

Publíquese en el _Boletín Oficial del Estado".

Madrid, 29 de 'noviembre de 1983.-Manuel r;apcía-Pelayo Alon­
so.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.­
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Es­
cudero del Corral.-Firmados y rubricados ..

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

El Plena del Tribunal Constitucional, compuesto por don Ma­
nuel García-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aroza­
mena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de
Velasco Vallejo. don Francisco Rubio Llorente, dada Gloria B.
gué Cantón. dan Luis Díez Picaza, don Francisco Tomás y Va­
liente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero
del Corral, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Ver~
daguer, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el conflicto positivo'-de competencia numero '171/83, plan·
teado por el Conse¡o Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña,
representado por e Abogado don Ramón María Llevadot Roig,
en relación con la Resolución de la Direcci(m General de los Re­
gistros y del Notariado de 12 de noviembre de 1982, por la que
se anunciaba la provisión ordinaria de dIversas Notarías va­
cantes en lo que conelerne a laa Notarlas radIcadas en Cata­
luña. Ha sido parte el GobIerno de la Nación, representado por
el Abogado del Estado. y Ponente el Magistrado don Luis D1ez
Picaza, quien expresa el parecer del Tribunal.

nombramiento impediría al que nombra, no sólo controlar, síno
incluso tener conocimiento sobre el desarrolla del concurso 11
oposición y por ende del cumplmiento de las exigenciaS y re·
quisitos legalmente establecidos. Serla un contrasentido acep­
tar que la Generalidad pudiera anular y retrotraer las actua­
ciones realizadas por un órgano designado y dependiente de un
poder distínto.

Si se parte del contexto normativo se llega a idéntica con­
clusión. La saivedad. que hace el inciso 1.0 del artículo 24 del
Estatuto de Cataluña sería innecesaria si' la atribución estatuta­
ria del nombramiento tuviera un carácter puramente formal,
coma tam bién lo sería la previsión del mismo articulo en el sen­
tido de que ..los candidatos serán admitidos en igualdad de
condiciones. tanto si ejercen en el territorio de Catalui'ia como
en el resto de Espafia_, -cláusula que sólo puede interpretarse
como dirigida á la Comunidad Autónoma. Pera, además. el ar~

ticulo 24 impone la obligación de dotar de especificidad a los
concursos y las oposiciones relativos a las Notarias dfJ Cataluña,
al decir que ..en estos concursas y oposiciones sera mérito pre~

ferente la especialización en Derecha Catalán". Este carácter
especial de las-a,posicionesy concursos referentes a las Nota­
rías de Cataluña tiene un último reflejo en el último inciso del
artículo 24, que seria innecesario si el control del procedimiento
estuviera en manos del Estado.

Los anteCf3dentes históricos y legislativos, referidos al Es­
tatuto de 1932. llevan a- similar interpretación del articulo 24.1.
El articulo 12 del mencionado' Estatuto establecía qUe ..los N04
tarios seran designados por la Generalidad mediante concurso u
oposición que convocara ella misma,.. Se trata de Wla regula­
ción similar a la actual. V la no explicitación en ésta de que
los concursos y oposiciones serán convocados por la Generaii·
dad es irrelevante. ya qUe los únicos procedimientos de acceso
a las Notarías son precisamente concursos y oposiciones. Es
igualmente determinante el antecedente constituido por el tras·
paso de servicios efectuada por Decreto de la Presidencia del
Gobierno de 8 de junio de 1933. que confirma la atribuciÓn a la
Generalidad de la convocatoria de oposiciones y concursos.

Desde el punto de vista de la realidad social. el articulo 24
del Estatuto ha de interpretarse teniendQ en cuenta el más in­
signe reflejo de esa realidad, constituido por el texto de la
Constitución Española, en sus articulas 2, 137 Y 149.1.30. Este

. último, según el Abogado de la Generalidad, _está, preparando
la posibilidad de que el nombramiento de las personas que ha­
yan de ocupar los cargos a los que pueda llegarse con base a
determinados títulos llegue a ser uria competencia autonómica..

Todo la expuesto lleva directamente a la afirmaciÓn de que
el espiritu .., finalidad del articulo 24 del Estatuto de Cataluña
es la utilización al máximo de las posibilidades .ofrecidas por la
Constitución para llegar efectivamente a la atribución a la Co­
munidad Autónoma de una- competencia similar a la que tuvo
con el Esta' uto de 1932. La interpretación ofrecida encaja per­
fectamente en .la estructura del Notariado español y en nada
afecta al manteI1imiento de su unidad, y resulta técnicamente
posible.

El nombramiento aparece como la culminación de un proceso
del que no puede desgajarse por razones de coherencia, la cual
impide la atribución de las dos fases del total proceso a dos
potestades distintas. Pretender, coma hace el Gobierno, que la
oposición o el concurso sea convocado y controlado por un or~
ganismo dependiente del Estado, y, en cambio, que el nombra·
miento sea competencia de una Comunidad Autónoma, s~n re­
lación de dependencia con tal organismo. resulta un absurdo
jurídico sin justificación.'

La re.soluci,6n discutida silencia absolutamente la conside.­
raciÓn de mérito preferente que el articulo 24 del Estatuto de
Cataluña reconoCe a la especialización en Derecho Catalán. lo

Pleno. Conflicto positivo de competencia núme·
ro 171/1983. Sentencia número 110/1983, de 29 de no~

vtembre.
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1. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito de 18 de· marzo de 1983 el Abogada
don Ramón María Llevadpt Roig, actuando en nombre del Con.
sejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, pianteó un con­
flicto positJ.vo de competencIa en relación con la Resolución 1e
la Dirección General de los Registros y del Notariado de 12 de
noviembre de 1982, par la que se anunciaba la provisión ordi­
naria de diversas Notarias vacantes. al entender que esta Re­
solución vulneraba la competencia de la Comunidad Autónoma
de Cataluña. La pretensión del promotor del conflicto se ba­
saba sustancialmente en que, de la exégesis de los articu­
las 149.1.a y 149.3 de la Constitución, y del ar-tículo 24.1 del Es­
tatuto d;e Autonomía de Catalu~a, se deduce que la competencia
reconOCIda a la Generalidad respecto del nombramiento de No­
tarios es una potestad de actuación directa que abarca a todo
el iter procedimental que conduce al nombramiento o selección
de los escogidos. _

Sostiene el Abogado de la Generalidad que nombrar los No­
tarios equivale a conocer todo el procedimiento a través del
cual ~e llega a la atribución de las Notarlas a qliienes hayan
acredItado derecho a l!l1as, desde su inicio hasta el final Y basa
esta afirmación en el análisis del articulo 24.1 del Estatuto de
Auton€?mia ~ .la luz de los criterios interpretativos sentados por
el Código CIvIl en su articulq 3.° !?egún el sentido propio de las
péi:[abras, nombrar es tanto como elegir o sefialar. Nombra­
miento es un concepto amplio que comprende todo..el proceso
contemplado en su conjunto, incluida la convocatoria así como
11;\ orden de publicación y la fase ulterior de constitu~i6n de la
fianza. El sistema resultante de la resolución que se impugna
desconoce elcartLcter necesariamente unitario del procedimien­
to, en cuanto qUe pese a existir en él actos técnicamente sepa.
rable~, ha d3 Ser residenciado ante el mismo Ente decisorio y
constituye. además, un grave obstáculo al ejercicio del control
de la di~crecionalidad técnica de los órganos y Tribunales que
han ~e Juzgar los concursos y las oposiciones. La tajante se­
paraCIón entre quien convoca y seleccioI1& y quien realiza ei
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que trae consigo un desbordamiento solapado del marco como
petencial, al impedir a la Generalidad el ejercicio de su com­
petencia en punto a la valoración de los ejercicios o títulos acre·
ditativos de la referida especialización.

Segundo.--Con fecha 23 de marzo de 1983 se diCtó providen..
cia por la que se acordó tener por planteado el conflicto y dar
traslado del mismo al Gobierno. En virtud de 8Uo compareció
en el proceso el Abogado dél Estado. quien presentó, con fecha
11 de abril, escrito de alegaciones. en el que, sustancialmente,
mantiene qUe la primera cuestión que se plantea es la de si
el anuncio de vacantes de Notarias constituye una r&SoIución
o &eto que pueda dar lugar al planteamiento del conflicto. Si así
se considera, lo esencial para resolverlo es la interpretación que
debe recibir el articulo 24.1 del-Estatuto de Autonomía de Cata~
lutia, y sobre todo en esclarecer la extensión y alcance de la
cláusula relativa a que los Notarios serán nombrados de oon­
formidad con las leyes del Estado. La noción de leyes del Estado
ha de entenderse aquí en sentido material, como relativa a Leyes

.y Reglamentos, y el articulo 149.1.8 reserva al Estado la com­
petencia exclusiva de ordenación de los instrumentos públicos.
Si el Estado, en consecuencia, monopoliza la normaci6n, el le­
gislador y reglamentador estatales gozan de un- margen para
determinar el concepto técnico de nombramiento, concepto que
la Comunidad Aut6noma debe aceptar

En la vigente legislaci6n notarial se distingue entre el ·ti­
tulo-, que documenta la incorporación de una persona al No­
tariado y su condición de Notario, y el .nombramiento_ como
acto o documento por el que se concreta o determina el ámbito
territorial en que el Notario debe ejercer su función. El título
expresa que una persona es Notario, y el nombramiento que
es Notario de X. El nombramiento es, pues, un acto totalmente
reglado, .al dictado- de las apreciaciones de capacidad efec­
tuadas por tll Tribunal de oposiciones o de la estricta constata­
ciónde la antigüedad en clase o carrera en los concursos. En
suma, pues, es sobre el nombramiento así entendido sobre lo
que la Generalidad- goza de competencia con arreglo al articu~

10 24.1 del Estatuto de Autonomía. No resulta otra cosa de la
noción de autonomía, que es un concepto de estricto Derecho
positivo.

En cuanto al alegado carácter absurdo de la separación de
las competencias de convocar. tramitar y resolver concursos y
la competencia de nombrar ciertos funcionarios, desaparece si se
tiene en cuenta que nos encontramos ante una hipótesis de
compartición de competencias. técnica fundamental en el sis­
tema constitucional. Y no puede hablarse de un control inde­
terminado, por parte de la Autoridad competente para nom­
brar, de la .discrecionalidad técnica" de los organismos califi·
cadores. Además tal argumentación no es aplicable a los su­
puestos de concursos.

No son t~mpoco aceptables los argumentos de tipo contex­
tual del Abogado de la Generalidad. La precisión de que el
nombramiento se lleve a cabo .de conformidad con las Leyes
del Estado_ signifíca únicamente que la Generalidad carece de
toda competencia normativa al respecto. Los demás incisos del
articulo 24.1 pueden perfectamente explicarse como dirigidos al
Estado. sin que ~upongan una atribuei6n de competencias a la
Generalidad, inferible .contextualmente_.

Desde el punto Qe vista histórico, el actual Estatuto..no tiene
por qué reflejar iaénticos planteamientos que: el Estatuto de
Nuria. ya que las diferencias entre ellos (y entre el artículo 24.1
del Estatuto actual y el artículo 11 del Estatuto de 1932) son
múltiples y signifi.cativas, siendo dudoso que las disposiciones
resultantes del Estatuto de Nuria pudieran entenderse compa­
tibles con el actual entendimiento del principIo de igualdad.

Sobre la invocación realizada por el Abogado de la Gene­
ralidad de la realidad social coma criterio interpretativo, sefiala
el Abogado cl,el Estado que es decisivo tener en cuenta, como
elemento hermenéutico, la generalización de ordenamientos auto·
nómicos, frente a la singularidad autonómica representada por
el Estatuto de Nuria; por lo que es razonable desechar toda
potenciación de una comprensión particularista y maximaltsta
de los preceptos estatutarios, habiendo de potenciarse la inten­
sidad del reconocimiento de un amplio margen en el ejercicio
de las potestades normativas estatales.

Esclarecido así el sentido del artículo 24.1. prosigue el Abo­
gado .del Estado, queda contestar a las restantes alegaciones
formuladas. Sedala que la posibilidad técnica de la interpreta­
ción propuesta por el Abogado de la Generalidad no significa
que sea lurfdicamente la más correcta. y que la no referencia, en
la resolución, objeto del conflicto, a la posibilidad de alegar la
especialización en Derecho catalán como mérlto preferente no
constituiría, en ningún caso, un vicio de incompetencia. pues
no hay lesión alguna de lo previsto en los apartados 2 y 3 del
articulo 9 del Estatuto de Autonomía, que no son aplicables al
presente caso. _

Por todo ello, suplica se declare qúe corresponde al Estado
la titularidad de la competencia controvertida.

Tercero.-Con fecha 21 de septiembre de 1983 se dictó provi­
dencia acordando incorporar a las actuaciones testimonio de la
sentencia 67/1983, de 22 de julio, y poner de manifiesto 1a& ac­
tuaciones a las partes por plazo común de diez días para que
puedan hacer alegaciones respecto a la incidencia que pudiera
tener la indicada sentencia en el presente proceso.

Dentro del plazo concedido, el Abogado del Estado presentó
un escrito en el que indicó que las sentencias qUe deciden un
conflicto positivo de competencia, al no limitarse a la estima-_
ción 5~bjetiva de un derecho, 'tienen, según el articulo 164.1 de

la Constituc1ón, plenos efectos frente a todos cuando declaran
la titularidad de la competencia controvertida. En la senten­
cia 671I983, de 22 de julio. se declara, en su fallo, Que corres~
ponde a la Comunidad Autónoma de Cataluña el nombramiunto
de los Notarios que deben elercer sus funciones en plazas d8­
marcadas dentro de su territorio. El alcance de esta declara­
ción dependerá del significado que el término .nombramiento»
tiene en el vigente ordenamiento·juridicQ, significado que viene
explicitado en el fundamento jurídico 3 de la misma sentencia,
en cuanto acto de designación para la ocupación y desempeño
de un cargo o plaza. Por lo que la competencia de nombramien·
to no incluye la de dictar resoluciones anunciando Notari8s
vacantes para su provisión por concurso u oposición.

Como resultado, la sentencia mencionada ha hecho desapa­
recer sobrevenidamente la controversia en el presente asunto
número 171/83, de modo ·que el proceso pierde su objeto o fi­
nalidad institucional. Por lo que suplica al Tribunal declari3
desaparecida sobrevenidamente la controversia competencial ob­
jeto de este conflicto como conseCuencia de haberse dictado ¡ti
sentencia 67/1983, de 22 de julio.

Por su parte, el Abogado de la Generalidad d" Cataluña ma­
nifiesta su disconformidad "con que la doctrina que de la mis­
ma sentencia pueda inferirse sea aplicable al caso aqul deba~

tido, ya que ia propia sentencia, en su fundamento número 3,
afirma que el Tribunal efectúa .una primera aproximación al
problema general del deslinde de las competencias entre el Es·
tado y la Comunidad Autónoma de Catalui\a en materia d'~l

régimen jurídico del Notariado_, lo que impide el análisis ul­
terior de oiros problemas allí no abordados.

Invoca, asimis.mo, las alegaciones formuladas en el recurso 584/
1983, cuya copia se une al escrito.

Cuarto.-Por providencia del Pleno de 22 de noviembre de Hl83
se señaló el día 29 dfll mismo mes para la deliberación y vota­
ción de la sentencia, fecha en que tuvo lugar,

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Los conflictos positivos de cOll)petencia suponen la
existencia de una controversia entre el Estado y una ComunIdad
Autónoma (o bien entre varias de estas últimas) relativa al
orden de competencias establecido en la Constitución, en los
Estatutos de Autonomía o en las leyes correspondientes, como
indican los artículos 62 y 83.1 de la Ley Orgánica de este Tribu­
nal. Esta controversia puede plantearse ante este Tribunal si el
Gobierno considera que una disposición o resolución de una
Comunidad Autónoma no respeta ese orden de competencias, o
si el órgano ejecutivo superior de una Comunidad Autónoma
estima que tal orden se ve vulnerado por una disposición, reso­
lución o acto emanado de la autoridad de otra Comunidad o
del Estado.

Son dos, pues, los aspectos de un conflicto positivo de com­
petencia. Por un lado, consiste en la determinación de la legiti­
midad o ilegitimidad constitucional de la disposición o resolu­
ción concreta de que se trate; por otro, consiste en la interpfp­
tación y fijación del orden competencial y en la determiD!lCión
de qué competencias pertenecen a qué sujetos, yéndose asi más
allá de la mera solución del caso concreto origen del conflicto
o controversia. Por este motivo, el artículo 86·de la LOTe prevé
una doble dimensión de la sentencia constitucional en caso de
conflicto. Esta sentencia debe .acordar, en su caso, la anula­
ción de la disposición, resolución o actos que originaron el con­
flicto en cuanto estuvieren viciados de su competenci8»; y, 4lde­
más, debe efectuar un pronunCiamiento más general, relativo al
orden competencial, ya que, como señala el mismo articulo, en
su primer inciso, .la sentencia declarará la titularidad de la
competencia controvertida... Se trata asi de la resoluci6n de una
controversia mediante la determinación del titular de una com­
petencia, determinación que precisará la legitimidad constitu­
cional de su ejercicio más allá del caso concreto que dio lugar
al conflicto.

Segundo.-La decisión al respecto del Tribunal, como indica
el artículo 61.3 de su Ley Orgánica, vinculará a todos los poderes
públicos y tendrá plenos efectos frente a todos. Como conse­
cuencia: una vez declarada la titularidad de la competencia de
que se trate, desaparece su carácter controvertido, por lo que
el ejercicio de esa competencia quedará. tanto respecto a la
disposición que dio lugar al conflicto, como en ulteriores OCSS­
siones en que tal competencía pueda ejercerse, atribuido y re­
servado al titular que la sentencia sadale, en virtud de la inter­
pretación que el Tribunal lleve a cabo de las normas reguladoras
del reparto competencial.

El ejercicio de una competencia por el Estado o por las Co­
munidades Autónomas puede traducirse en una pluralidad de
actuaciones concretas, cuya legitimidad o ilegitimidad, a los
efectos que tratamos, dependerá de si efectivamente quien las
lleva a cabo es el titular de esa competencia. De esta suerte,
Una vez declarada por el Tribunal tal titularidad, desaparece la
controversia a ella relativa, y como consecuencia la controver­
sia respecto a la legitimidad competencia] de las disposiciones
dictadas, o que puedan dictarse, en su eJercicio. Por ello, si se
hubieran plant~arJo diversos conflictos, En relación con dispo­
siciones o actos dictados con ocasión del elercicio de una mis­
ma competencia cuya titularidad se discute, la fijaci6n de la
titularidad en la resolución de uno de estos conflictos representa
la desaparidón sobrevenida de la controversia competencial en
los demás casos planteados sobre idéntico tema entre los mis­
mos sujetos, pues la eficacia.de las sentencias del Tribunal Cons-
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títucional resolutorias de conflictos de competencia se exttende,
ma.s allá del caso concreto planteado, a todos aquellos en que se
hubiera planteado idéntica diferencia sobre el orden rompe·
te...flciaL

Tercero.-En el caso que nos ocupa, el obl~to inmediato del
conflicto promovido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Cataluña es la Resolución de la Dirección General de los Re­
gistros y del NotarIado de -12 de noviembre de 1982 por la que
se anuncia la provisión de diversas Notarias vacantes en toda
Espada. entre las que 8e encuentran varias situadas en el ámbi­
to territorial de la Comunidad Autónoma deo Cataluña. El plan­
teamiento de este conflicto deriva de que se considera vulnerado
el orden competencial en cuanto que se entiende que dicha Re·
solución incide en las competencias de la Comunidad Autónoma
establecidas por el articulo 24.1 de su Estatuto en relación con
lo dispuesto en el articulo 148.1.8 y 3 de la Constitución. La con·
troversia planteada se refiere a la titularidad (de cuya atribu­
ción depende la resolución del conflicto) de la competencia para
conocer el procedimiento, en sus diversas fases, a través del cual
se llega a la atribución de Notarías a quienes hayan acreditado
derecho a ellas, desde su inicio hasta el final, incluyendo, pues,
la convocatoria de concursos y oposiciones. la Orden de publi­
cación de nombramientos y la fase ulterior previa a la toma
de posesión en que se procede a la constitución de la fianza.

Cuarto.-En la sentencia 67/1983 de 22 de Julio, recalda en
el conflicto de competencia 370/82,' este Tribunal se pronunció
sobre la titularidad de la referida competencia, señalando en su
fallo que .corresponde a la Comunidad Autónoma de Cataluña
el nombramiento de los Notarios que deben ejercer sus functo·
nes en plazas demarcadas dentro del territorio de la Comunidad
de Cataluil.a,.. El alcance de los efectos del fallo viene determi­
nado por el significado del término _nombramiento", significado
qUe resulta aclarado en los fundamentos furfdicos de la misma
sentencia, e.l relación con los cuales-, lógicamente, debe inter·
pretarse la parte dispositiva de la misma. En efecto, en su funda­
mento jurfdico tercero se indica, con referencia al caso plantea­
do, que "toda la cuestión actual gira al~dedor de la interpreta­
ción que Se quiera dar al concepto del nombramiento, pues
"nombramiento" puede entenderse que es todo el proceso de
selección que conduce a la designación de un funcionario; que
es el acto final de ese proceso de selección en el cual· se concede
a una persona la condición funcionarial, y que es el acto de'
designación para la ocupación y-desempeflo de un concreto cargo
o plaza,.. Colocados, en este terreno, debemos concluir que en la
interpretación del articulo 24, del Estatuto de Cataluña, nom­
bramiento debe entenderse como concreta .designación,.. De ahí
que el artículo 24.1 EAC atribuya a la Generalidad la compe-

Pleno. Recurso de inconstitucionolidad número 118/
18tJJ. 8tlututu,;iu, t~úm(jru 111/1003, de ~ de cUcLembre,
y voto particular.

El Pleno ~el Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel Garcla·P.elayo V Alonso. Presidente; don Jerónimo Aro·
zamena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez
de Velasco Vallejo, don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria
Begué Cantón, don Luis Dfez Picaza, don Francisco Tomás y
Valiente, don Rafael GÓmez·Ferrer Morant, don Angel Escu­
dero del Corral, don Antonio Truyol Serra :v don Francisco
Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

E~ el recurso de inconstitucionalidad número 118/1983, pro­
mOVIdo por don, José MarIa Ruiz Gallardón. como representante
y comistonado de 54 0iputados n:ás, contra el ROl:l.l Decreto­
ley 2/1983, de 23 de febrero, sobre expropiación, por razones
de utilidad pública e interés social. de los Bancos y otras Socie­
dades que componen el Grupo ..Rumasa, S. A.-, y, por extensión
contra la corrección de errores del referido Real Decreto-ley.
Ha sido parte el Gobierno de la N8'eión, representado por el
Abogado del Estado y ponente el Magistrado don Jerónimo Aro­
zamena Sierra, qui?n expresa el parE!cer del Tribunal.

lo ANTECEDENTES

. P~jmero.-La demanda fUe presentada en este Tribunal Cona.
tltuclOnal el día 1 de marzo último y se dirige contra el Real
Decreto-ley 2/~~83, de. 23. de febrero, subre expropiación por
razones de utIlidad pubhca e .interés social de los Bancos y
ot~as Sociedades qUe componen e1 Grupo .Rumasa, S. A.,., pu.
bhcado en el .Boletín Oficial del Estado,. de 24 de febrero
de 1983, y. por extensión, contra la denominada corrección de
en:o~es del referido Real Decreto· ley, publicada en .el ..Boletln
Of1clal del Estad,?" el dla siguiente. Los fundamentos en que
se apoya la petiCión de inconstitucionaHdad del indicado Real
Decreto-ley son ios siguientes:

CA) . El Real Decreto-ley, como Instrumento de sustitución
le~islatJva. sólo tiene una justificación excepcional, que es que
eXIsta un caso de extraordinaria y urgente necesidad; pero

tencia "de efectuar el nombramiento de los Notarios con arreglo
a las Leyes del Estado y que, aun cuando alude a algunas pecu·
liaridades qUe deben existir en los concursos y en las oposlcio·
nes para cubrir plazas del territorio de Cataluil.a no atribuye a
la Generalidad la competencia respecto de estos concursos y
oposiciones,.. ~

Quinto.----:La. sentencia citada resolvió la contrc;>versia en cuan­
to al orden competencia!, atribuyendo a la Comunidad Autó·
noma la competencia par{l el nombramiento de Notarios, enten­
dido como el acto de designación para la ocupación y desempeño·
de un concreto cargo y plaza, y, en consecuencia, atribuyendo
por exclusión al Estado la titularidad de la _competencia para
conocer de las· restantes fases del proceso de provisión de No~

tarias, incluyendo la convocatoria de concursos y oposiciones.
Esta sentencia. por lo tanto, aun cuando emitida con ocasión de
un conflIcto con un objeto inmediato distinto del ahora tratado
(pues el conflicto se promovio respecto al articulo 22 del Regla­
mento Notarial, modificado por Refll Decreto 1126/1982, de 28 de
mayo) resu<lve sobre la titularidad de la competencia contq)·
vertida en el--presente caso, esto es, la competencia para con·
vacar oposiciones y concursos para la provisión de Notarlas radi~

cadas en el Ambito territorial de la Comunidad Autónoma, por
lo que, por lo arriba indicado, procede entender erue extiende su
e{·icacia a la cuestión ahora planteada, en el sentido de hacer
desaparecer, sobrevenidamente, la controversia origen del re·
curso, que. por ello, queda sin objeto.

'ALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAJ'lOLA.

H~ decidido:

Que no procede un pronunciamiento sobre el conflicto plan·
teado, for haber desaparecido la controversia competencial ob­
jeto de mismo.

PubHquese en el ..Boletin Oficial del Estado•.

Dada en Madrid a 29 de noviembre de 1983.-FirmBdo: Manuel
Garcia-Pelayo y Alonso.-JerÓnimo Arozamena Sierra.-Angel
Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Franclsco Ru­
bio Llorente.-Gloria Begué Cantón.-Luis Diez Picazo.-Franctsco
TomAs y Valiente.-Rafael Gl'lmez-Ferrer Morant.-Angel Escude-.
ro del Corral.-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer.
(RubricadosJ ~

esta habilitación está enmarcada dentro de unos limites que no
se Dan reSpetadO en este caso, porque se lOvaden areas acota·
das por reservas de ley. Son estos limites los que establece el
articulo 88.1l de la ConStitución, y entre ellos figura el de que
este tipo de disposiciones no podrán afectar a los derechos,
deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el titulo I.
La disposición asl originada nace viciada de una inconstitu·
cionalidad formal tan grave, que puede y debe predicarse su
nulidad de pleno derecho. Confirmación r reiteración de lo ex~

presado en relación con el artícull'l 86 de la Constitución es la
expresa y reforzada reserva de ley, en el sentido formal. qua
Impone el artículo 53.1 de la Constitución. ,

(8) La nulidad de pleno derecho que la inconstftpcionalldad
ri ..;,nn l .. ri .. 11 n"i i,.,.,niri"" 1 .,,,I¡ri"',,¡,<, "¡ ..I ti .... 1 n .. _
~~ • .<~ ~~ ",",.~ & t' "" a. uc. UCCU ""-

creta-ley.
(C) Se ha violado el artículo 33 de la Constitución, que

reconoce el derecho a la propiedad privada. La referencia final
de este articulo es a las Leyes en sentido formal. De una ma­
nera positiva la reserva a la Ley a estos efectos s& refuerza
con el articulo 53 de hir propia Constitución, al establecer que
los derechos reconocidos en él capítulo segundo sólo podrán re­
guIarse por Ley, y negativamente el derecho de propiedad queda
sustraído expresamente del ámbito del Decreto-ley en virtud
de lo dispuesto en el articulo 86.1J de la Constitución.

(O) El Gobierno pudo haber recurrido a tramitar ante las
Cámaras una Ley aplicable concret&mente al caso, o, por el
contrario, podría haberse atenido a la vigente Ley de Expro­
piación Forzosa. No ha hecho lo primero, pero tampoco ha
utililado el sistema de la Ley de Expropiación Forzosa. As!,
teniendo en cuenta el artículo 11 de esta LeJf, el Gobierno debla
haber acudido necesariamente a una Ley aprobada en Cortes
para dedarar la utilidad pública. Pero es que todo el sistema
expropia torio vigente se ha visto conculcado: la utilidad pú­
blica o lnterés social. causa de la expropiación, eXige, segun
el articulo 9 de la propia Ley, la concreción del fin a que se
afecM los bienes expropiados; aquí parece bastar una ambigua
referencia a esa utilidad púbUca e interés social que luego .il>e
concreta. Es mas" la necesaria afectación de ios bienes expro·
piaaos a un fin concreto conlJeva, por el principio causal, que,
caso de no concurrir o desaparecer la utilidad publica O el in·
terés social, se produzca la reverslón de Jos bienes expropiados
a su primitivo dueño, posibUidad esta que se ha soslayado en
el sistema presuntamente expropiatorto, arbitrado por el Oe­
creto-_1ey. El Gobierno ha confundido el acto de Q,plicaclón 4e
una Ley expropiatorla con la propia norma general necesaria


